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			Introducción

			Este libro propone una unidad temática que gira en torno al laudo arbitral. Aborda aspectos básicos y esenciales del laudo arbitral, así como algunos de sus problemas actuales. 

			Es una unidad temática, pero que se construye de manera colectiva. Cada capítulo de este libro refleja la visión particular e independiente de su respectivo autor1, su perspectiva, experiencia y conocimiento. Esto resulta ampliamente positivo; pues, como se sabe, en el ámbito del derecho arbitral, no existen criterios únicos ni inmutables. Por el contrario, la experiencia y los nuevos enfoques, que usualmente atienden a los diversos retos generados por la cada vez más exigente realidad en la que vivimos, han creado nuevas oportunidades de mejora. En el riguroso contexto actual, han surgido nuevas y positivas prácticas, que contribuyen con el arbitraje como mecanismo de justicia en nuestra sociedad. 

			Los distintos autores de esta obra jurídica son especialistas en derecho arbitral, tanto nacionales como extranjeros. Desde sus diversas perspectivas, como docentes universitarios, árbitros, abogados o integrantes de reconocidas instituciones arbitrales, comparten su posición particular acerca de los temas que abordan, individualmente o en coautoría, en este libro. 

			En esta obra, se tratan temas como el alcance conceptual del laudo arbitral, los laudos en mayoría y por unanimidad, la motivación del laudo arbitral, la reciente figura del escrutinio previo a la notificación del laudo, los laudos y la inteligencia artificial (IA), la valoración probatoria en el laudo arbitral, las solicitudes contra el laudo arbitral, el reconocimiento y la ejecución de los laudos arbitrales, así como la anulación de los laudos en sede judicial. 

			El libro inicia con el capítulo “Laudo arbitral” de Manuel Diego Aramburú, quien, con prolija claridad, desarrolla los aspectos fundamentales de todo laudo arbitral, la diferencia entre un laudo y una sentencia judicial, la forma del laudo, su contenido y la motivación, la diferencia entre laudo de derecho y laudo de consciencia, y la aplicación del iura novit arbiter para decidir una controversia arbitral, siempre que se respeten sus reales alcances.  

			El siguiente capítulo, “Votos disidentes y concurrentes en arbitraje internacional”, redactado por Ana Sofía Vargas Hernández, especialista en derecho arbitral de México, aborda el supuesto en el que, al emitir el laudo, alguno de los integrantes del tribunal arbitral no concuerda con la decisión o los fundamentos de los demás árbitros. En este capítulo se analiza, entre otros aspectos, los efectos de los votos disidentes y concurrentes, incluyendo una propuesta acerca de cuándo y cómo se deben realizar. Es un texto escrito de manera brillante, muy recomendable para entender con facilidad estos temas. 

			Prosigue, el capítulo “La motivación del laudo”, escrito por Natalia Ceballos Ríos, quien desarrolla su práctica arbitral en Argentina y el Perú. Es un texto altamente recomendable que inicia con los aspectos conceptuales esenciales sobre la motivación de los tribunales arbitrales y propone una visión comparada sobre la motivación de los laudos en las legislaciones argentina y peruana, así como en la Ley Modelo de las Naciones Unidas para el Desarrollo del Comercio Internacional (Ley Modelo Uncitral) y otras disposiciones de relevancia para el tema abordado.    

			El escrutinio del laudo arbitral se está incorporando en la práctica arbitral nacional. Es importante conocer las distintas perspectivas y aspectos vinculados a este tema. Por ello, esta obra cuenta con dos capítulos muy interesantes que lo abordan: “El escrutinio de los laudos: la efectividad es la clave”, redactado en coautoría por Sandra Montes Gózar y Fiorella Casaverde Cotos; y “El escrutinio de los laudos: revisión sobre su reciente incorporación en reglamentos de arbitraje peruanos”, escrito por Ana Cecilia Rivasplata Martínez. Ambos capítulos resultan indispensables para saber los aspectos principales del escrutinio del laudo arbitral y sus reglas aplicables en nuestro país.  

			Esta obra también ahonda en un tema respecto del que no existe consenso a nivel doctrinario: ¿la IA puede emitir un laudo? Para algunos reconocidos especialistas en derecho arbitral, esto no es viable porque afectaría el orden público internacional (Mourre, como se citó en González, 2025); mientras que, para otros, se trata de una alternativa viable, siempre que se consideren algunos lineamientos éticos que se deberían observar (González, 2025). En este libro, este tema fue abordado en coautoría por Edith Karina Meléndez Pastor y yo.  

			En todo arbitraje, el sustento de la decisión es muy importante. Por ello, esta obra contiene el capítulo “Breves apuntes sobre la valoración de pruebas en un laudo arbitral”, en el cual José Carlos Taboada Mier desarrolla este tema indispensable. Su análisis contiene aspectos como por qué se necesita justificar una decisión, cuáles son las pruebas en un arbitraje, los estándares probatorios, entre otros. 

			El laudo es una obra humana y no siempre perfecta. Para corregir las eventuales imperfecciones del laudo, el derecho arbitral admite las figuras de las solicitudes contra el laudo. Valentina Álamo Rollandi, especialista en derecho arbitral de Chile, desarrolla el capítulo “Solicitudes de corrección, interpretación y laudo adicional”. Esta lectura resulta esencial para conocer los alcances de cada una de dichas figuras, de uso recurrente en el arbitraje. 

			De nada serviría a la parte vencedora de una controversia si el laudo arbitral no se pudiera reconocer en otro país o no se pudiera ejecutar. La autora alemana Jacqueline López Wismer,  quien realiza su labor arbitral en España, desarrolla el capítulo “La ejecución de laudos arbitrales en Alemania, España y el Perú en un contexto geopolítico cambiante”. Asimismo, Eduardo Lobatón Guzmán, especialista en derecho arbitral de México, escribe el capítulo “Reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales extranjeros”. Ambos capítulos son indispensables para conocer estos aspectos posteriores a la emisión del laudo y que suelen plantear algunas complejidades, las cuales se explican de manera magistral por ambos autores. 

			Esta publicación tiene como capítulo final otro aspecto importante que se presenta con relación al laudo y con posterioridad a su emisión: el control judicial. Lucero García Silva propone un muy interesante capítulo denominado “Anulación de laudos sobre jurisdicción: la experiencia peruana y comparada”, la cual incluye no solamente referencias normativas de distintos países, sino también jurisprudencia relevante, que se debe tener en cuenta sobre este tema. 

			Como hemos descrito, esta obra fue realizada de manera independiente por cada autor en respuesta, a la vez, a la necesidad de conformar una unidad que aborde los temas esenciales relativos al laudo arbitral. Por los distintos temas que se desarrollan, estoy convencido de que este libro será útil para profesionales en ejercicio, en calidad de abogados, árbitros, integrantes de centros de arbitraje o jueces, así como para estudiantes de derecho o de otras profesiones vinculadas a la práctica arbitral.

			Estas últimas líneas, en esta breve introducción, las dedico a agradecer a cada uno de los distintos autores nacionales y extranjeros, quienes, pese a su recargada agenda como docentes universitarios, árbitros, abogados o integrantes de importantes instituciones arbitrales, han compartido sus valiosos conocimientos para hacer posible la presente publicación académica. Gracias también a la Editorial de la Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas (UPC) por su contribución a la doctrina jurídica. A todos ellos les doy mi sincero agradecimiento.

			Referencias

			González, F. (2025). IA para AI: inteligencia artificial para arbitraje internacional. Del ludismo al futurismo. IURGIUM. Revista del Club Español e Iberoamericano del Arbitraje, (53), 51-75. 
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			Capítulo 1

			El laudo arbitral

			Manuel Diego Aramburú Yzaga2

			Introducción

			¿Existen diferencias entre un laudo y una sentencia judicial? Un laudo resuelve una disputa o finaliza una controversia, y, como tal, es de obligatorio cumplimiento para las partes. La Ley de Arbitraje nos señala que el laudo tiene el efecto de cosa juzgada, el mismo de las sentencias, pero ¿este hecho hace que sean lo mismo? Veremos que no. Si bien el laudo y la sentencia judicial zanjan una disputa, presentan diferencias sustanciales, las cuales intentaremos describir en este breve artículo. Asimismo, advertiremos que las motivaciones de las sentencias y de los laudos no necesariamente coinciden, sobre todo, porque sabemos que existen arbitrajes de derecho y de consciencia. Estos últimos no tienen que sustentarse en la ley, y los árbitros pueden no ser abogados. Finalmente, determinaremos si el principio iura novit curia se puede aplicar a los arbitrajes y, de ser el caso, qué realizar para que su implementación sea correcta. 

			1.1 Laudo y sentencia

			El laudo es la resolución que dicta un tribunal arbitral, con el objeto de finalizar o resolver una controversia determinada. Esta resolución normalmente se fundamenta en el derecho, pero en ciertos casos también en el leal saber y entender de los árbitros. De este modo, cuando hablamos de laudos arbitrales, nos referimos a la resolución emitida por los árbitros que resuelve una controversia, por lo general, de carácter comercial. Para ello, el tribunal arbitral analiza las posiciones de las partes, sus postulados y las pruebas aportadas en el arbitraje. 

			Entonces, mediante el laudo arbitral, se resuelve de manera definitiva e inapelable el conflicto que existía entre las partes y que se somete al conocimiento de los árbitros. Esto puede, incluso, implicar declarar la preexistencia de un derecho, así como crear, modificar o extinguir una relación jurídica determinada, o imponer una sanción. Un laudo arbitral posee la misma función y hasta se asimila a una sentencia; pues resuelve la controversia y resulta obligatoria para las partes, como una sentencia judicial, pero veremos que no son iguales.

			El laudo arbitral, a diferencia de la sentencia, proviene del pacto, por lo que requiere previamente la existencia de un convenio arbitral. Esto con base en el acuerdo de voluntades de las partes de someter sus controversias a arbitraje; claro está, con excepciones como el arbitraje en contratación pública, que es obligatorio. No obstante, la regla implica un acuerdo de voluntades para coincidir que los eventuales conflictos o conflictos reales y existentes entre las partes se resuelvan por arbitraje. Esto a diferencia de lo que ocurre con la jurisdicción ordinaria (o el acceso a esta), donde no se necesita pacto alguno para recurrir a la misma. De este modo, se puede señalar que el laudo arbitral significa un acto final de los árbitros en un arbitraje, en cumplimiento de la función para la cual han sido designados, es decir, resolver la controversia. 

			Ahora bien, ¿son lo mismo un laudo y una sentencia? No.

			Hemos visto que no son lo mismo en sus orígenes, pues el arbitraje y el consecuente laudo arbitral necesitan el pacto de las partes. Sin embargo, además, no existe la doble instancia en el arbitraje; por lo tanto, no cabe la apelación de los laudos, lo que lo diferencia de las sentencias emitidas por la justicia ordinaria, ya que estas se apelan. Asimismo, solo el Poder Judicial las revisa por razones o causales muy específicas. Esto quiere decir que la intervención jurisdiccional se encuentra limitada y solo se revisa un laudo a través del recurso de anulación, mediante el cual no se puede discutir el fondo de lo resuelto, sino solo el cumplimiento de ciertas formalidades requeridas para cuidar los derechos de las partes. 

			En el Perú, el arbitraje constituye una jurisdicción reconocida por mandato constitucional y, con independencia de las valoraciones, así ha sido regulado. Esta manera de regular el arbitraje, no cabe duda, acerca más los laudos y las sentencias, que comparten como elemento común fundamental el hecho de que, a través de ellos, se resuelven controversias de forma obligatoria. 

			Los laudos y las sentencias resuelven disputas, deben constar por escrito y firmarse debidamente. Sin embargo, ¿es posible que una sentencia sea válida y ejecutable aun sin la firma de un juez cuando se trata de un tribunal colegiado? La respuesta es negativa. En cambio, a diferencia de una sentencia, un lado sí puede ser válido; basta revisar el artículo 55, incisos 1 y 3, de la Ley de Arbitraje3, que establece que, cuando no todos los árbitros firman el laudo, resultará suficiente la firma de la mayoría o del presidente, dejando constancia del hecho (falta de firma y sus razones). Además, en la norma se señala que, cuando no todos los árbitros firman el laudo, se entiende adherido a la mayoría o, de ser el caso, al voto del presidente. En otras palabras, la propia ley prevé una salida para el laudo que no cuente con todas las firmas sin que afecte a su validez. 

			Tanto los laudos como las sentencias, por regla general4, tienen que estar motivados. Incluso, en los arbitrajes de consciencia —sobre lo que nos ocuparemos más adelante—, si bien se exoneran de la fundamentación jurídica, deben presentar una motivación razonada y coherente conducente a la decisión. Toda sentencia, por el contrario, requiere fundamentación jurídica.

			Formalmente, los laudos y las sentencias también presentan diferencias que no dejan de ser relevantes. Ya se ha señalado el asunto relativo a las firmas, pero, también, todo laudo debe contener un pronunciamiento completo sobre los gastos arbitrales, de modo que las partes conozcan quién debe asumirlos y cómo deben cubrirlos. Asimismo, el laudo está sujeto a un plazo para su emisión; de lo contrario, se considerará nulo. Esto último resulta muy importante y de mucho cuidado, pues los laudos se pueden anular si se emiten fuera de plazo, situación que no ocurre con una sentencia.

			Otra diferencia importante consiste en la existencia de los laudos adicionales o resoluciones poslaudo. Estas decisiones del tribunal arbitral, emitidas con posterioridad al laudo, lo conforman por mandato legal y rectifican errores tipográficos o interpretan los extremos del laudo, incluso, integran alguna cuestión no resuelta por el tribunal arbitral que se sometió a su competencia (Blackaby et al., 2020). Asimismo, permiten excluir decisiones del tribunal en el laudo y que no se sometieron por las partes a su conocimiento o que se amparan por el convenio arbitral. Nuestra Ley de Arbitraje, en el artículo 58, reconoce a las resoluciones poslaudo dictadas cuando se plantean solicitudes de interpretación, rectificación, integración y exclusión del laudo. 

			El referido artículo 58 de la Ley de Arbitraje5 no solo otorga la posibilidad a las partes de presentar estas solicitudes poslaudo o contra el laudo, sino que también faculta al tribunal arbitral para que, de oficio, se pronuncie rectificando, interpretando o integrando el laudo si lo considera oportuno. La Ley de Arbitraje peruana contempla que la resolución poslaudo integra el laudo; por ello, para su ejecución, se debe tomar en cuenta tanto lo resuelto en el laudo como en la resolución poslaudo.

			Los laudos, al igual que las sentencias, son obligatorios y ambos se pueden ejecutar forzosamente. Aun cuando no siempre los árbitros lo puedan hacer de forma directa, eso no quiere decir que su cumplimiento no sea obligatorio. 

			Una diferencia muy importante entre laudo y sentencia radica en que, conforme a ley, un laudo se exige aun cuando este se cuestionara y se haya interpuesto contra él un recurso de anulación. En otras palabras, el laudo es ejecutable aunque el recurso de anulación se encuentre en trámite. Así lo establece el artículo 66 de la Ley de Arbitraje, que señala que la interposición del recurso de anulación no suspende la obligación de cumplimiento del laudo ni su ejecución, salvo cuando la parte impugnante solicite la suspensión de la ejecución y cumpla el requisito de la garantía acordada por las partes o establecida en el reglamento arbitral aplicable. Es decir, un laudo que aún no es firme podría ser ejecutado, lo cual implica una diferencia importante respecto de las sentencias.

			

			Finalmente, el laudo pone fin a la función jurisdiccional del árbitro, lo que no ocurre cuando un juez dicta una sentencia. Una persona que actúa como árbitro, a diferencia de lo que ocurre con los jueces, no se queda con esa función de manera permanente. Una persona solo será árbitro cuando se le designa como tal y conforma un tribunal arbitral. Por ello, a diferencia de los jueces nombrados por el Estado y con jurisdicción permanente de acuerdo con sus competencias, el árbitro solo posee jurisdicción hasta que concluya el arbitraje que se ha sometido a su conocimiento y respecto de dicho caso.

			1.2 Forma y contenido del laudo

			La designación de los árbitros por las partes, probablemente, consista en el derecho más importante de quienes se someten al arbitraje. En consecuencia, se trata de la principal manifestación de la confianza sobre la que descansa el arbitraje. Resulta lógico que las partes designen a sus árbitros porque confían en ellos, ya sea en su trayectoria, capacidad profesional, especialidad u otros factores que determinan su elección. Por lo tanto, los árbitros no solo deben emitir un laudo válido y ejecutable, sino que, por lo general, se esfuerzan porque este sea claro, directo y correctamente redactado. El laudo significa la carta de presentación de los árbitros. Así, el tribunal arbitral, al evaluar la controversia y emitir el laudo, debe evidenciar sus calidades profesionales y éticas; por ello, requiere un especial cuidado en su decisión y redacción. 

			Los buenos laudos deben ser correctamente motivados y sólidos. De este modo, podrán “defenderse por sí mismos” ante eventuales cuestionamientos a su validez, lo que, en nuestro medio, se ha vuelto una práctica recurrente y hasta excesiva. 

			1.2.1 Forma del laudo 

			En términos generales, la ley aplicable establece cuáles son los requisitos de forma que debe contener el laudo arbitral. Sin embargo, nada impide que las partes soliciten y acuerden requisitos adicionales, que se plasmen en el convenio arbitral o en un acuerdo posterior, incluyendo las reglas de cualquier institución arbitral elegida por las partes y la ley que regula el arbitraje (lex arbitri) (Blackaby et al., 2020). 

			Antes de emitir el laudo, se requiere que el tribunal arbitral revise si el convenio arbitral exige alguna formalidad especial o el reglamento de la institución a cuya administración las partes decidieron someter el arbitraje. Por ejemplo, el Reglamento del Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Lima (CA-CCL), en el artículo 36, establece los requisitos que debe cumplir el laudo emitido en un arbitraje administrado por la referida institución arbitral. En este artículo, se indica lo siguiente:

			1. El laudo debe constar por escrito y expresar las razones en que se funda. 2. El laudo es firmado por los árbitros y debe indicar la sede del arbitraje y la fecha en que es dictado. 3. Cuando el Tribunal Arbitral esté compuesto por tres árbitros y cualquiera de ellos no firme, se expresa en el laudo la razón de la ausencia de la firma. Se entiende que el árbitro que no firma el laudo y no emite opinión discrepante se adhiere a la decisión de la mayoría o del presidente del Tribunal Arbitral, en su caso […].

			La Ley de Arbitraje peruana, en el artículo 55, también ha establecido cuál debe ser la forma del laudo: 

			1. Todo laudo deberá constar por escrito y ser firmado por los árbitros, quienes podrán expresar su opinión discrepante. Cuando haya más de un árbitro, bastarán las firmas de la mayoría de los miembros o sólo la del presidente, según corresponda, siempre que se manifiesten las razones de la falta de una o más firmas. 2. Para estos efectos, se entenderá que el laudo consta por escrito cuando de su contenido y firmas quede constancia y sean accesibles para su ulterior consulta en soporte electrónico, óptico o de otro tipo. 3. Se entiende que el árbitro que no firma el laudo ni emite su opinión discrepante se adhiere a la decisión en mayoría o la del presidente, según corresponda.

			Se debe considerar que, por incumplir con algunas formalidades, hay laudos que se anularon en el Perú. Por ejemplo, la anulación de un laudo que no todos los árbitros firmaron y no se consignaron las razones de dicha omisión. Por lo tanto, no basta la rúbrica de la mayoría, aun cuando en este caso se pudiera entender como unánime, sino que, para cumplir con la ley, es imprescindible que esta mayoría que lo suscribe, o de ser el caso el presidente, manifieste las razones de la falta de firmas de sus coárbitros.

			Además de lo que señala la norma, en lo que respecta a la forma del laudo, se debe cuidar la identificación de las partes, de los árbitros que han emitido el laudo, y respetar el idioma en el que se desarrolló el arbitraje. 

			Sobre este punto, cabe resaltar también que la ley peruana no exige que el laudo se emita necesariamente en papel físico, también se puede realizar en otro tipo de soporte, incluso electrónico; lo importante es que sea posible su posterior consulta.

			1.2.2 Contenido del laudo

			El contenido del laudo está determinado por el convenio arbitral y la ley aplicable. Por lo general, el laudo será vinculante desde su emisión, y tiene carácter final e inapelable. De ahí la delicada labor y obligación del tribunal arbitral de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento y fundamentar adecuadamente su decisión. 

			No es común encontrar un convenio arbitral donde las partes hayan regulado el contenido del laudo, pues viene regulado normalmente por la ley y determinado por lo que se someterá a conocimiento del tribunal arbitral; sin embargo, no está prohibido. Por ejemplo, en el acuerdo sobre la distribución de los gastos arbitrales, las partes pueden acordar cuáles son los gastos arbitrales que se determinan en el arbitraje y, de manera específica, quién o cómo debe asumirlos; incluso, pueden pactar que se cubran en partes iguales sea cual sea el resultado del arbitraje. 

			Ahora bien, no conocemos que exista un manual o un tratado que explique lo que debe contener el laudo arbitral para que se considere idóneo. No obstante, estamos seguros de que el peso, el tamaño, el número de páginas, el número de citas y los volúmenes no otorgan determinada calidad o categoría al laudo, ni lo vuelven mejor o peor. Su calidad se sustenta en los fundamentos, en la claridad y en la utilidad:

			[...] en el sentido de que debe resolver efectivamente las cuestiones en controversia. No es suficiente que el tribunal arbitral emita una vaga declaración de opinión. El laudo debe estar redactado en un tono imperativo: se otorga, se instruye, se ordena o expresiones equivalentes (Blackaby et al., 2020, p. 864). 

			El laudo no es un documento destinado a exhibir los conocimientos de los árbitros, su manejo de la doctrina y sus dotes de buenos escritores o de juristas. Se trata de un documento que debe resolver la controversia que las partes han sometido a conocimiento de los árbitros, ya que aquellas buscan zanjar sus diferencias para continuar con sus propios negocios y vida empresarial. Los árbitros no deben perder de vista que un arbitraje, y por tanto un laudo, existe para resolver una controversia, no para desarrollar doctrina.

			Para que el laudo sea ejecutable sin mayores problemas, resulta fundamental que las indicaciones del tribunal arbitral allí contenidas sean claras y precisas. Si existe más de una pretensión, se deben resolver todas y, de ser necesario, explicar la manera en que se cumplirán. Asimismo, si hay más de una parte demandada que se afectará con el laudo, se identificará cuál o cuáles de ellas son el sujeto pasivo de la orden del tribunal arbitral, o si todos los que participaron en el arbitraje y resultaron responsables deben cumplir lo ordenado. El laudo tiene que precisar contra quiénes se dirige e indicar en qué forma se cumplirá lo ordenado por el tribunal arbitral. Además, cuando existen varios obligados con el laudo, este debe también señalar las razones por las que se distribuye la responsabilidad de la manera en la que lo decidió el tribunal arbitral. 

			El laudo no debe resolver materias que no hayan sido sometidas al conocimiento del tribunal arbitral o conceder más de lo solicitado, aun cuando se ampare en el convenio arbitral; pues sería un laudo extra petita o ultra petita y, eventualmente, anulable (total o parcialmente). Como sabemos, la competencia del tribunal arbitral está limitado por los siguientes aspectos: primero, que la materia sea arbitrable; segundo, por el convenio arbitral que establece o determina la relación jurídica cuyas eventuales disputas se someten a conocimiento del tribunal arbitral; finalmente, por el sometimiento de las partes, es decir, lo que expresamente se somete a conocimiento del tribunal arbitral en el arbitraje, esto ocurre con la demanda propiamente dicha. Por ello, el tribunal arbitral solo se puede pronunciar sobre aquello que las partes le han solicitado resolver, siempre que lo ampare el convenio arbitral y la ley. Sin embargo, no se debe perder de vista que el artículo 40 de la Ley de Arbitraje otorga también competencia al tribunal arbitral para resolver ciertas cuestiones planteadas durante las discusiones, incluso, si no se apuntaron de manera expresa como pretensiones, siempre que estén ligadas a las controversias sometidas a su conocimiento. De este modo, como lo señala el artículo, el tribunal arbitral es competente para solucionar aquellas cuestiones conexas o accesorias a la controversia que las partes refirieran al discutir el caso, aunque no se propusieran como pretensiones, así como para dictar las reglas complementarias del arbitraje y aquellas necesarias a falta de acuerdo de las partes.

			Resaltamos, una vez más, que el laudo debe contener una exposición clara, razonada y sustentada de los motivos por los que el tribunal arbitral ha tomado determinada decisión. No obstante, hay excepciones a la regla, contenidas en los artículos 50 y 56 de la Ley de Arbitraje. El primero regula el laudo arbitral, consecuencia del acuerdo de las partes a través de una transacción, al que nos referiremos más adelante; y el segundo contempla el caso donde las partes han acordado que el laudo no sea motivado. Cabe precisar que este último es sumamente extraño, y, en la práctica, casi inexistente. 

			Hay diversas maneras de emitir y motivar un buen laudo, pero lo importante radica en que las partes conozcan las bases del razonamiento de los árbitros para resolver la controversia de manera clara y con un lenguaje sencillo. 

			Como hemos explicado, la función del laudo consiste en resolver una controversia. Justamente, las partes quieren recibir una decisión que solucione su controversia y zanje sus diferencias; por lo tanto, se reitera que el laudo no es ni puede ser la oportunidad para que el árbitro o el tribunal exhiba sus conocimientos jurídicos, dotes de escritor y analista del derecho. Un laudo con tales características puede perder su esencia. Si se trata más de una pieza de literatura jurídica compleja que un documento que permita a las partes resolver sus controversias, no cumple su propósito y no es lo que las partes necesariamente buscan.

			

			1.3 La motivación en un laudo arbitral 

			La discusión de si el arbitraje es o no jurisdicción resulta muy antigua y controversial. Hay posiciones a favor y otras en contra. Esto no se analizará en este artículo; en el Perú, estemos o no de acuerdo, la Constitución ha zanjado el debate. En el inciso 16 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú, se establece que el arbitraje es jurisdicción y, por lo tanto, en el Perú se le aplican muchos de los principios y derechos de la función jurisdiccional. Por ejemplo, no existe la pluralidad de instancias o la publicidad en todos los arbitrajes. Entre los principios y derechos de la jurisdicción, se regula la motivación, que las cortes han señalado que se aplica a todo laudo arbitral. Esto se sustenta en que, en la motivación, se encuentran el sustento y la respuesta a las decisiones adoptadas en el laudo por el tribunal arbitral, que, por lo general, las partes requieren para conocer y entender las razones del fallo.

			Sobre ello, el Tribunal Constitucional se ha pronunciado en la sentencia recaída en el Expediente 00728-2008-PHC-TC, donde indica lo siguiente: 

			El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales es una garantía del justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que las resoluciones no se encuentren justificadas en el mero capricho de los magistrados, sino en datos objetivos que proporciona el ordenamiento jurídico o los que se derivan del caso. 

			Por lo tanto, al ser una jurisdicción el arbitraje en el Perú, a los árbitros se les exige motivar sus laudos. Esto implica exponer, de una manera lógica y ordenada, las razones por las cuales ha decidido declarar fundadas o infundadas las pretensiones formuladas por las partes en el arbitraje. Esto con la excepción, como ya se explicó anteriormente, de que se pactara que el laudo no sea motivado o consecuencia de una transacción. 

			Sin embargo, desde nuestro punto de vista, si bien existe un mandato contenido en la Constitución Política del Perú que obliga a aquellos que ejercen jurisdicción —es decir, a los jueces y árbitros— a motivar sus decisiones, consideramos que, en arbitraje, la obligación de motivar el laudo se relaciona con la autonomía de la voluntad de las partes. Esto debido a que la ley posibilita que los laudos no se motiven si lo acuerdan las partes.  

			De esta forma, la Ley de Arbitraje, en el inciso 1 del artículo 56, siguiendo la Ley Modelo Uncitral, ha establecido, como regla general, que los laudos deben ser motivados, salvo que las partes hayan acordado lo contrario: “Todo laudo deberá ser motivado, a menos que las partes hayan convenido algo distinto o que se trate de un laudo pronunciado en los términos convenidos por las partes conforme al artículo 50”.

			Como se observa, la Ley de Arbitraje permite que las partes acuerden la emisión de un laudo sin motivación. Como señala Alfredo Bullard (2011):

			[…] con ello la norma rompe la idea, inspirada en una aproximación procesalista, que los laudos, como las sentencias deben necesariamente ser motivados, y que la no motivación es una violación al derecho de defensa. En el arbitraje ello no es cierto, pues al admitirse que el laudo puede no estar motivado, se acepta que la omisión de la motivación no necesariamente viola los derechos de las partes y que, ocurrida dicha renuncia, no hay afectación al derecho de defensa (pp. 613-614). 

			Esto demuestra que un laudo y una sentencia no son lo mismo. 

			Retornemos al tema de la motivación que constituye la regla general en los laudos. El alcance de la motivación para un laudo arbitral no resulta, necesariamente, el mismo que el requerido para una sentencia emitida por el Poder Judicial, pues no en todos los arbitrajes los miembros del tribunal son abogados; por lo tanto, los razonamientos en los laudos pueden tener un carácter menos jurídico y más técnico. Lo importante radica en que todo laudo arbitral, en el que no se ha pactado la exclusión de motivación, se justifique. Para ello, se requiere la exposición de las razones que motivaron a los árbitros a tomar una determinada decisión, incluyendo el análisis de las pruebas y, si fuera el caso, la ley aplicable. A diferencia de ello, las sentencias emitidas por el Poder Judicial responden, naturalmente, a una visión procesalista que exige una motivación extremadamente legalista. 

			Es decir, existen diferentes estándares de motivación y cada uno se aplicará como corresponde; pues no se puede pretender implementar el estándar de una sentencia emitida por el Poder Judicial a un laudo emitido en un arbitraje, que puede, además, ser de consciencia y no de derecho. En los arbitrajes, la regla es la autonomía privada; es decir, prima lo pactado por las partes, y de ello el sometimiento voluntario a expertos en quienes confían para resolver su controversia. El laudo y el razonamiento, realizados por los árbitros, provienen también de un acto voluntario de las partes al someterse a arbitraje y de la confianza depositada en los árbitros, a diferencia de lo que ocurre con la función del juez y su deber de motivación, que vienen por un mandato imperativo. 

			Finalmente, cabe señalar que, si bien han aumentado las anulaciones de laudos arbitrales por razones vinculadas a la motivación, en cualquier arbitraje donde no se ha pactado su exclusión el laudo debe ser motivado. En consecuencia, se puede anular si carece de esta condición. No obstante, resulta excesivo anular un laudo cuando el Poder Judicial considere que la motivación, existente por cierto, sea insuficiente o hasta incongruente; ya que implica necesariamente analizar el fondo del laudo, lo que por ley no se le permite.

			

			1.3.1 Laudo por acuerdo de las partes

			No deja de ser posible que las partes lleguen a acuerdos y celebren transacciones después de iniciar el arbitraje. Estos acuerdos finalizan la disputa y, por lo tanto, también el arbitraje, concluyendo las funciones y la jurisdicción del tribunal arbitral. Sin embargo, en algunas ocasiones, las partes solicitan a este que el acuerdo adoptado se incluya en un laudo o se le dé forma de laudo. Esto puede tener como finalidad facilitar su ejecución, en caso de incumplimiento. 

			La Ley de Arbitraje peruana regula esta posibilidad en el artículo 50: 

			Artículo 50. Transacción 

			1. Si durante las actuaciones arbitrales las partes llegan a un acuerdo que resuelva la controversia en forma total o parcial, el tribunal arbitral dará por terminadas las actuaciones con respecto a los extremos acordados y, si ambas partes lo solicitan y el tribunal arbitral no aprecia motivo para oponerse, hará constar ese acuerdo en forma de laudo en los términos convenidos por las partes sin necesidad de motivación, teniendo dicho laudo la misma eficacia que cualquier otro laudo dictado sobre el fondo de la controversia. 

			Como se observa, la Ley de Arbitraje peruana faculta al tribunal arbitral, previa solicitud de las partes, para constar el acuerdo al que las partes han arribado durante un arbitraje en un laudo. Esto le otorga la misma eficacia que cualquier otro laudo dictado sobre el fondo de la controversia, siempre que el tribunal lo estime procedente y no encuentre razones para oponerse. La posibilidad de dar forma de laudo a un acuerdo con la transacción resulta necesaria, pues el tribunal no está obligado a avalar, mediante su formalización como laudo, un acuerdo que considera ilegal o incorrecto. 

			Conforme lo dispone el artículo 50 de la Ley de Arbitraje, el tribunal arbitral hace constar el acuerdo de las partes en forma de laudo en los términos convenidos por las partes y, por lo tanto, no tiene la obligación de motivarlo. Solo debe plasmar el acuerdo; pues el tribunal arbitral no tiene por qué conocer los motivos que llevaron a las partes al acuerdo o, incluso, estar de acuerdo con lo que las partes han acordado.

			Así, este laudo, consecuencia de una transacción, será un laudo arbitral sin motivación y, claramente, es uno que surge de la voluntad de las partes7.

			

			1.3.2 Laudos en arbitrajes de derecho y arbitrajes de consciencia

			Tanto el laudo de consciencia como el laudo de derecho ponen fin a una controversia y tienen la misma fuerza vinculante. La diferencia reside en que, al someterse las partes a un arbitraje de consciencia, prefieren que la resolución de su problema se fundamente, principalmente, en el “leal saber y entender” del árbitro que, y no necesariamente, en la norma legal. En la mayoría de los casos, las partes optan por un arbitraje de derecho, es la regla; sin embargo, existen casos que podrían ser resueltos mejor por uno de consciencia.

			El arbitraje de derecho, a diferencia del arbitraje de consciencia, es aquel cuya resolución se encarga, normalmente, a árbitros profesionales en el derecho, es decir, abogados, y deben aplicar las normas jurídicas de un determinado ordenamiento jurídico. Decimos “normalmente” porque la Ley de Arbitraje peruana permite que, incluso en los arbitrajes de derecho, los árbitros no sean abogados, como se aprecia en el inciso 1 del artículo 22 de la Ley de Arbitraje; mientras que, en el arbitraje de consciencia, la resolución de la controversia se encomienda a árbitros especialistas en derecho o en cualquier otra materia y que resuelven el conflicto con base en sus conocimientos y la buena fe. Por consiguiente, los laudos expedidos en cada clase de arbitraje podrán resultar sustancialmente diferentes.

			Al respecto, sea cual sea el laudo, De Trazegnies (1996) nos explica que “como toda sentencia que pone fin a una controversia, el laudo de consciencia tiene que estar basado en la razón y, por consiguiente, el razonamiento del árbitro debe ser riguroso” (p. 122). Esto significa que se puede exigir un considerable grado de motivación al laudo sin importar el tipo de arbitraje, pero, sobre todo, que cumpla su objetivo final: resolver la controversia de manera clara y ejecutable.

			Un laudo expedido en el arbitraje de derecho se basará en normas jurídicas. Su fundamento principal será la ley y su aplicación, de modo que los árbitros se deben sostener en la ley al poner fin a la disputa. En cambio, en un arbitraje de consciencia, la situación es distinta. Si bien nada impide que los árbitros se fundamenten en la ley, cuando las partes pactan este tipo de arbitraje, les indican que, más que la aplicación estricta de la ley, prevalece el uso de sus conocimientos, su experiencia y su discreción para resolver la controversia, posiblemente basados más en aspectos técnicos que jurídicos. En estos casos, el análisis de los hechos y de todo aquello que ha implicado el conflicto se vuelve más relevante8 para que el tribunal pueda comprender el conflicto y darle una resolución justa.

			Cuando se refiere al laudo de equidad o de consciencia, De Trazegnies (2005) nos señala que “la equidad puede ir más allá de la ley si en el caso sub litis, dadas sus características particulares y no generalizables, se comprueba que su aplicación estricta daría lugar a una injusticia” (p. 474). Esto resulta muy cierto. Así, en los arbitrajes de consciencia o equidad, se le permite al árbitro fallar más allá de la ley, con el propósito de resolver adecuadamente las controversias; incluso, de ser necesario, fallar contra la misma. Se han presentado casos en los que la ley no otorga una solución satisfactoria al problema; en estos, si un árbitro falla en consciencia, podría decidir trascenderla o no aplicarla, pues su objetivo es resolver la controversia de manera justa.

			La Ley de Arbitraje peruana ha previsto, en el artículo 57, la posibilidad de que, en el arbitraje nacional, se emitan laudos en consciencia, estableciendo como regla general que los arbitrajes son de derecho y, solo cuando las partes así lo acuerden, serán de consciencia. En efecto, dicha norma señala que “el tribunal arbitral decidirá en equidad o en consciencia, solo si las partes le han autorizado expresamente para ello”. 

			En mi opinión, en el laudo de consciencia, se puede omitir completamente la ley e, incluso, oponerse cuando el caso lo amerite. No quiero decir que se puede incumplir con todo el ordenamiento jurídico mediante un laudo de consciencia9, pero hay casos y ejemplos reales que demuestran que la ley no siempre satisface los intereses de las partes y estas pueden optar por un arbitraje de consciencia para este fin. Lo más importante es la explicación y fundamentación que los árbitros deben plasmar en el laudo para que se entienda su posición10. Al respecto, y como ejemplo, hace algún tiempo participé en la negociación de un contrato de obra muy complejo. Las partes se encontraban conscientes de que la obra, por su naturaleza, no tendría una duración mayor de dos o tres años. Esta simplemente se deterioraría y se destruiría en dicho plazo, pero era un contrato de obra y poseía un valor considerable. Ante esta situación, las partes tuvieron que pensar cómo solucionarían el impase; pues, en el artículo 1784 del Código Civil, se establece que, si en el transcurso de los cinco años desde la aceptación de la obra se destruye total o parcialmente o si presenta evidente peligro de ruina o graves defectos por vicio de la construcción, la responsabilidad recae en el contratista. Además, señala que todo pacto en contrario es nulo. No discutiremos si el artículo únicamente se refiere a una edificación o no, pero forma parte de la regulación del contrato de obra y se conoce que las obras no se limitan a las edificaciones.

			En este caso, estábamos ante un contrato de obra, aunque, como he señalado, las partes sabían que era muy probable que la obra se deteriorase significativamente o, incluso, que se destruyera antes de los cinco años, y la ley les impedía pactar en contra de la referida garantía. ¿Qué se hizo? Las partes pactaron arbitraje de derecho para resolver cualquier conflicto derivado del contrato en general y arbitraje de consciencia para solucionar controversias vinculadas a la garantía de un año que se otorgaba por la obra, y al eventual deterioro o destrucción de esta antes de los cinco años. En el convenio arbitral, reconocían que lo hacían porque los árbitros, al resolver, debían dejar de aplicar el artículo 1784 del Código Civil.

			Es decir, se estableció que el tribunal debía fallar contra la ley, ya que esta no satisfacía las necesidades de las partes ni estaba acorde con la naturaleza de la obra. Como ya he señalado, con el arbitraje de consciencia, se puede ir más allá de la ley y, en algunos casos, incluso contra la ley, cuando esta no resulta satisfactoria para resolver la controversia entre las partes. Esto no quiere decir que se pueda “borrar” con un laudo todo el ordenamiento jurídico, sino que hay casos particulares donde la ley no puede solucionar o responder a las necesidades de las partes. Estas, a través del arbitraje de consciencia, pueden obtener mejores respuestas que las que la normativa les otorga. 

			En línea con lo que hemos indicado, como explica Fernando de Trazegnies (2005), “hay otros casos en los que existe una ley aplicable y, sin embargo, parecería que el árbitro de consciencia puede excepcionalmente dejarla de lado, en nombre de la equidad” (p. 121).

			Como se indicó anteriormente, la regla general en los arbitrajes consiste en que los laudos deben estar motivados; esto es, exponer, de una manera lógica y ordenada, las razones por las cuales los árbitros encargados de resolver la controversia han tomado una determinada decisión, sin importar si se expiden en arbitrajes de derecho o de consciencia. La motivación será diferente en uno y otro caso, pero no por ello el laudo dejará de presentarla. Un laudo emitido en un arbitraje de consciencia no exceptúa la regla general; pues, si bien no se puede basar en normas jurídicas, los árbitros tienen que explicar, de manera lógica y sustentada en su leal saber y entender (basado en la equidad), las razones de su decisión. De lo contrario, el laudo se consideraría arbitrario y se podría anular.  

			En consecuencia, en el caso de los laudos emitidos en arbitrajes de consciencia, al igual que en los emitidos en arbitrajes de derecho, la regla implica su debida motivación. Para ello, aun cuando los de consciencia no requieran sustentarse en la ley, deben comunicar adecuadamente a las partes la decisión tomada por el tribunal arbitral, así como sus razones y fundamentos. 

			

			1.3.3 Iura novit curia

			¿Un tribunal arbitral puede aplicar el principio iura novit curia al momento de emitir un laudo arbitral? Mi respuesta es sí, pero con ciertas condiciones. Veamos. 

			Como todos sabemos, en el iura novit curia, “el juez conoce el derecho”, y se refiere a la invocación de las normas jurídicas que sirven de fundamento a las pretensiones mantenidas por las partes dentro del proceso. Entonces, “el juez puede alterar el fundamento jurídico de la pretensión de la parte, pero no puede alterar la naturaleza ni la articulación de la pretensión misma” (Hundskopf, 2013, p. 44).

			Este principio se refiere, entonces, a la posibilidad o, si queremos, al derecho de un juez para corregir o suplir la norma aplicable al caso. Esto, en particular, cuando no ha sido invocada o lo fue de manera incorrecta, con el fin de fundar sus decisiones en tales normas, pero solo respecto de la norma aplicable. De ninguna manera, modifica o altera la fundamentación del caso o los hechos, los cuales no se pueden corregir ni cambiar11. 

			Para resolver la controversia adecuadamente, lo primero que debe hacer un tribunal arbitral es analizar los argumentos de las partes. Con base en ellos y a las pruebas, llegará a sus conclusiones. En su análisis, el tribunal no solo verificará los argumentos de las partes y las pruebas presentadas, sino también la normatividad aplicable y podría concluir que la norma invocada resulta incorrecta. Así, en todos los arbitrajes, al igual que en los juicios, la regla general consiste en que el juzgador resuelva la controversia conforme al planteamiento de la demanda. No obstante, de los hechos, el tribunal puede comprender cuál es la verdadera relación jurídica que vincula a las partes, aun cuando ellas la clasificaran de manera diferente, o puede entender la verdadera norma aplicable12 y justamente seleccionar cuál es la que se implementará. El principio iura novit curia se puede emplear, pero siempre respetando el principio de congruencia, ya que en ningún caso se permitirá que el tribunal resuelva sobre asuntos que no han sido alegados por las partes ni ir más allá de lo solicitado, siguiendo el debido proceso.

			Cuando señalamos que se debe respetar el debido proceso, nos referimos a que, si un tribunal arbitral se encuentra tentado o ha decidido aplicar el principio y fundar su laudo en una norma no alegada, debe informarlo a las partes y darles la oportunidad para manifestarse al respecto y presentar su posición. De este modo, se defenderán adecuadamente considerando el giro que pudiera dar al caso la posición del tribunal13; incluso, en algunos casos, se permitiría la presentación de nuevas pruebas si se considera necesario. Así, para asegurar que el laudo no se anule, así como garantizar su validez y eficacia, el tribunal arbitral, una vez que toma nota que no se ha aplicado o invocado la norma jurídica correcta y decide aplicar otra diferente de la invocada, tendrá que otorgar el derecho a las partes para presentar sus posiciones y debatir sobre el asunto (Gárate, 2022).

			Ahora bien, en el arbitraje comercial internacional, la aplicación del principio iura novit curia se complica aún más que en un caso doméstico, pues los árbitros no conocen todo el derecho o todos los ordenamientos jurídicos, y no podemos pretender que así sea. Es común en este tipo de arbitrajes, puesto que pueden ser árbitros de diversas nacionalidades quienes resuelvan las controversias, aplicando derechos que no necesariamente conocen de forma natural por haberse educado en ellos. En este sentido, Carlos Matheus (2017) afirma que, si ya resulta poco posible exigirle a un juez saber todo el ordenamiento jurídico de un país, se multiplicaría exponencialmente esta limitación en el caso del arbitraje internacional, al exigirse el conocimiento de distintos derechos nacionales, tradiciones jurídicas e idiomas.

			Por lo tanto, en arbitrajes internacionales, se dificultará su aplicación.

			Podemos concluir que el principio es aplicable, pero, antes de implementarlo, el tribunal arbitral debe permitir a las partes pronunciarse al respecto.

			Reflexiones finales 

			Como el lector ha podido inferir, son muchos los aspectos necesarios para entender, en lo esencial, la figura del laudo arbitral. En este capítulo, he desarrollado los principales de dichos aspectos; no obstante, se deben complementar con otros temas, que encontrarán en los siguientes capítulos de esta obra, escritos por otros especialistas del derecho arbitral, nacionales e internacionales. 
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						5	“Artículo 58.- Rectificación, interpretación, integración y exclusión del laudo. 1. Salvo acuerdo distinto de las partes o disposición diferente del reglamento arbitral aplicable: a. Dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación del laudo, cualquiera de las partes puede solicitar la rectificación de cualquier error de cálculo, de trascripción, tipográfico o informático o de naturaleza similar. b. Dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación del laudo, cualquiera de las partes puede solicitar la interpretación de algún extremo oscuro, impreciso o dudoso expresado en la parte decisoria del laudo o que influya en ella para determinar los alcances de la ejecución. c. Dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación del laudo, cualquiera de las partes puede solicitar la integración del laudo por haberse omitido resolver cualquier extremo de la controversia sometida a conocimiento y decisión del tribunal arbitral. d. Dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación del laudo, cualquiera de las partes puede solicitar la exclusión del laudo de algún extremo que hubiera sido objeto de pronunciamiento, sin que estuviera sometido a conocimiento y decisión del tribunal arbitral o que no sea susceptible de arbitraje. e. El tribunal arbitral pondrá la solicitud en conocimiento de la otra parte por quince (15) días. Vencido dicho plazo, con la absolución o sin ella, el tribunal arbitral resolverá la solicitud en un plazo de quince (15) días. Este plazo puede ser ampliado a iniciativa del tribunal arbitral por quince (15) días adicionales. f. El tribunal arbitral podrá también proceder a iniciativa propia a la rectificación, interpretación o integración del laudo, dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación del laudo. 2. La rectificación, interpretación, integración y exclusión formará parte del laudo. Contra esta decisión no procede reconsideración. La notificación de estas decisiones deberá realizarse dentro del plazo pactado por las partes, establecido en el reglamento arbitral aplicable o, en su defecto, en este artículo. 3. Si el tribunal arbitral no se pronuncia acerca de la rectificación, interpretación, integración y exclusión solicitadas dentro del plazo pactado por las partes, establecido en el reglamento arbitral aplicable o, en su defecto, en este artículo, se considerará que la solicitud ha sido denegada. No surtirá efecto cualquier decisión sobre rectificación, interpretación, integración y exclusión del laudo que sea notificada fuera de plazo”.


						6	“Artículo 139.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 1. La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional. No existe ni puede establecerse jurisdicción alguna independiente, con excepción de la militar y la arbitral. No hay proceso judicial por comisión o delegación”. 


						7	“El Grupo de Trabajo decidió que todos los laudos incluidos, aquellos dictados en arbitrajes de equidad, deberían ser motivados, salvo que las partes pactaran lo contrario. Además, se exceptuaron de motivación aquellos laudos que sancionan una transacción suscrita por las partes, en término del art. 30 de la Ley Modelo” (Bañuelos, 2010, p. 427).


						8	“Que el fallo sea en conciencia no autoriza a prescindir de la etapa instructiva. Al contrario, un fallo de esta naturaleza requiere un establecimiento minucioso de los hechos y bajo esta perspectiva adquieren sentido muchos documentos y muchas declaraciones que en un fallo en derecho podrían ser cuestionados por su congruencia en materia probatoria” (Alvarado, Marín & Zabala, 1997).


						9	“Si bien el concepto del fallo en equidad indicaría que el juez o el árbitro pueden apartarse de las reglas de derecho, este concepto debe ser matizado, pues existen disposiciones de las cuales no se puede apartar el árbitro por más que el mismo pueda fallar en equidad” (Cárdenas, 2003, p. 363).


						10	“El fallo en conciencia es solo una forma de atenuar el rigorismo legal al momento de decidir en el fondo la controversia planteada, pero de ninguna manera la puerta para que los árbitros diseñen su propio procedimiento. En otras palabras, que se deba fallar en conciencia no autoriza al árbitro, ni a las partes, para pretermitir las reglas del debido proceso” (Gómez, Mosquera & Rojas, 1990, p. 98).


						11	“El principio iura novit curia permitiría a un tribunal arbitral fundamentar sus decisiones no solo con base en los argumentos presentados por las partes, sino también con base en nuevos argumentos que el tribunal pueda desarrollar de oficio y que estén basados en normas o principios que no hayan sido ventilados durante el arbitraje” (Blackaby & Chirinos, 2013, p. 84).


						12	“Se refiere al poder del juez de aplicar la norma que considerase correspondiente, incluso cuando esta no haya sido alegada por las partes a lo largo del proceso” (Blackaby & Chirinos, 2013, p. 80).


						13	“Permitir a un tribunal arbitral decidir una controversia con base en argumentos totalmente nuevos que no fueron debatidos por las partes durante el proceso sería necesariamente contrario al derecho a la defensa pues se estaría privando a las partes de la oportunidad de expresar su posición y exponer sus alegatos respecto a los fundamentos sobre los cuales el tribunal basó su decisión” (Blackaby & Chirinos, 2013, p. 85).


				

			
		

	
		
			

			Capítulo 2

			Votos disidentes y concurrentes en el arbitraje internacional

			Ana Sofía Vargas Hernández14

			Introducción

			El laudo es la voz unificada del tribunal arbitral. En la mayoría de los casos, refleja el consenso de los árbitros. Sin embargo, en muchas ocasiones, esa voz unificada se descompone en matices, reservas y desacuerdos. Esos desacuerdos pueden llegar a plasmarse en votos disidentes o concurrentes. Esta tensión entre el consenso y el disenso ha generado distintas interrogantes respecto de los votos disidentes y concurrentes: ¿deben permitirse?, ¿son útiles o generan algún efecto práctico?, ¿debe priorizarse la apariencia de unanimidad o la transparencia del razonamiento individual? En este artículo, se examinan los votos particulares en el arbitraje internacional, su marco legal, su impacto y su conveniencia. 

			Los árbitros en arbitrajes internacionales suelen provenir de diferentes países con sistemas jurídicos distintos. Esto puede inevitablemente generar conflictos a la hora de decidir (Arroyo, 2008). Cuando el disenso es suficientemente relevante, el árbitro puede decidir emitir un voto particular, que puede tomar la forma de un voto disidente (que disiente con el resultado) o un voto concurrente (que concuerda con el resultado, pero disiente de los motivos). 

			El laudo sin mayoría y la existencia de los votos particulares, sin embargo, han generado múltiples discusiones en distintos foros (González, 2014). Las discusiones tienen su génesis en las diferentes percepciones culturales que existen sobre los votos particulares. Mientras que las jurisdicciones de tradición civil prohíben o, al menos, no suelen emitir votos particulares, en las jurisdicciones de tradición común son permitidos y frecuentes.

			Estas diferencias culturales han provocado que la gran mayoría de reglamentos de arbitraje internacional y de legislaciones de arbitraje internacional no contenga regulación alguna sobre los votos disidentes y concurrentes. Esa falta de regulación, a su vez, ha generado profundas discusiones sobre la pertinencia y conveniencia de permitir y emitir este tipo de votos. 

			Como se desarrollará a lo largo del trabajo, múltiples autores se han pronunciado en contra de los votos particulares, citando razones como la deslegitimación del laudo, la posibilidad de utilizar el voto particular para buscar la nulidad del laudo, la violación a la secrecía de las deliberaciones y el incremento de costos, entre otros motivos. Otra parte de la doctrina se pronuncia en favor de la emisión de votos particulares, bajo los argumentos de que mejoran la calidad de las deliberaciones y de la motivación del laudo, alientan el intercambio de ideas y razonamientos, y no tienen por qué violar la secrecía de las deliberaciones si se realizan correctamente. 

			En este artículo, se busca plantear una propuesta de en qué casos deben emitirse votos particulares y, una vez decidido que se emitirá el voto, en qué forma debe hacerse. 

			Para ello, este trabajo comienza explicando la importancia de que los árbitros plasmen sus razonamientos o motivos en el laudo. Posteriormente, define conceptos fundamentales para este artículo: voto disidente y voto concurrente, para luego abordar el régimen legal aplicable a estos votos. El trabajo continúa analizando los votos particulares en la práctica arbitral y sus posibles efectos. Asimismo, hace un recuento de las distintas posturas en favor y en contra de la emisión de votos particulares en el arbitraje internacional para, finalmente, realizar una propuesta sobre cuándo y cómo deben emitirse votos particulares, antes de presentar las conclusiones y reflexiones finales. 

			2.1 La importancia de los razonamientos en un laudo

			Por regla general, los laudos deben estar razonados, salvo pacto en contrario15. Debido a que las opiniones disidentes y concurrentes versan precisamente sobre esos razonamientos, es relevante comprender la importancia y trascendencia de las razones o los motivos que se expresan en un laudo arbitral. 

			El razonamiento o motivación de un laudo arbitral consiste en que el árbitro o tribunal arbitral identifique cuáles son las cuestiones decisivas de la disputa, y explique el proceso de razonamiento que subyace a su decisión. Ese proceso implica que el árbitro indique las premisas de la decisión, el contenido de las normas jurídicas y contractuales aplicables, y precise por qué esas normas lo llevan a concluir en un resultado específico (Born, 2021).

			La motivación de los laudos también debe ser completa, en el sentido de que toda la reflexión del adjudicador sobre los hechos y el derecho tiene que quedar expuesta para que las partes puedan
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